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Tribunal Superior de Justicia de Madrid
Sala de lo Contencioso-Administrativo
Sección Séptima
C/ General Castaños, 1 , Planta Baja - 28004
Tlfs. 914934767
33009730

NIG: 28.079.00.3-2023/0002097

Procedimiento Ordinario  
Demandante:  D./Dña. 
PROCURADOR D./Dña. MARTA UREBA ALVAREZ-OSSORIO
Demandado:  MINISTERIO DEL INTERIOR
Sr. ABOGADO DEL ESTADO

SENTENCIA Nº 

VISTOS los autos de juicio ordinario con el número arriba referenciado por esta sección 
séptima del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, formada por:

Presidente:
D./Dña. ELVIRA ADORACION RODRIGUEZ MARTI 
Magistrados:
D./Dña. Mª JESUS MURIEL ALONSO
D./Dña. IGNACIO DEL RIEGO VALLEDOR
D./Dña. SANTIAGO DE ANDRÉS FUENTES
D./Dña. BENJAMIN SANCHEZ FERNANDEZ 

En la Villa de Madrid a veintiséis de septiembre de dos mil veinticuatro.

Entre las partes que siguen el presente procedimiento:

I.- D. , representado por DÑA. MARTA UREBA 
ÁLVAREZ OSSORIO y asistida por D. ANTONIO SUÁREZ- VALDÉS GONZÁLEZ, 
como parte demandante.

II.- ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO, siendo órgano actuante la dirección 
general de la policía, debidamente representada y asistida por el/la abogad/a del Estado como 
parte demandada.

ANTECEDENTES DE HECHO
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PRIMERO.- Que en fecha de 13 de Enero de 2023 se interpuso recurso contencioso 
administrativo por el referido demandante de conformidad a lo dispuesto en el art. 45 y ss  
LJCA.

SEGUNDO.- Es objeto del procedimiento contencioso administrativo contra la Resolución 
de fecha 22 de noviembre de 2022, evacuada por el Director General de la Policía por la 
que se excluyó al demandante del proceso selectivo a la escala básica del CNP.

TERCERO.- Que mediante decreto del LAJ y tras los oportunos requerimientos se admitió 
a trámite el recurso contencioso administrativo por el Letrado de la Administración de 
Justicia, acordando requerir el expediente administrativo a la administración demandada y 
ordenando que la misma practicara los emplazamientos a que hubiera lugar de conformidad 
a lo dispuesto en el art. 49 LJCA, constando realizados los mismos. 

CUARTO.- Que se incorporó el expediente administrativo, siendo presentada la demanda 
rectora del procedimiento el día 17 de Mayo de 2023 y contestada el 8 de Agosto de 2023.

En el suplico de su demanda se solicitaba que concluya “sirviéndose dictar una Sentencia 
por la que se anule la misma y se declare al recurrente Apto en el reconocimiento médico de 
la convocatoria anunciada por Resolución de 24 de agosto de 2021, de la Dirección 
General de la Policía (BOE Núm. 213 de fecha 6 de septiembre de 2021), por la que se 
convoca oposición libre para cubrir plazas de alumnos de la Escuela Nacional de Policía, 
de la División de Formación y Perfeccionamiento, aspirantes a ingreso en la Escala Básica, 
categoría de Policía, del Cuerpo Nacional de Policía,  con condena en costas de la 
demandada y con todos los pronunciamientos económicos y administrativos añadidos, entre 
los que expresamente se solicita: 
 
Reconocer el derecho del recurrente a que una vez declarado apto en la prueba de 
reconocimiento médico por este Tribunal de Justicia, se declare apto al recurrente en los 
test psicotécnicos, si de los resultados obtenidos en las pruebas desarrolladas en su día así 
correspondiera, o, subsidiariamente, para el caso de que se deniegue la petición anterior, se 
realicen al actor la prueba de entrevista y los correspondientes test psicotécnicos, con la 
misma prueba y notas de corte a la que se someta a los aspirantes de la convocatoria 
general de acceso a la Escala Básica del CNP que se celebre a partir de la fecha de la 
ejecución de la sentencia, y a ser valorado en los mismos detallada y motivadamente. 
 
Caso de recibir la puntuación suficiente en la entrevista y en los test psicotécnicos para la  
superación de dichas pruebas se reconocerá el derecho del recurrente a continuar el resto 
del proceso selectivo hasta su finalización, es decir deberá ser convocado para incorporarse 
a la Escuela Nacional de Policía, de la División de Formación y Perfeccionamiento, a fin de 
llevar a cabo el período práctico de formación de carácter selectivo previsto en la propia 
Convocatoria de que venimos haciendo mención, comprensivo del correspondiente “Curso 
de Formación” y del 
“Módulo de Formación Práctica”. 
 
Caso de superar este período, el hoy recurrente deberá ser nombrado miembro de la Escala 
Básica, Categoría de Policía, del Cuerpo Nacional de Policía escalafonándosele en el 
puesto que le hubiera correspondido en la promoción saliente de la convocatoria en la que 
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participó, con la misma antigüedad y resto de efectos económicos y administrativos que los 
obtenidos por quienes superaron esta convocatoria. 
 
En consecuencia, se deberá practicar, en su momento y en su caso, la oportuna liquidación 
de haberes a fin de abonar las diferencias que pudieran existir entre las retribuciones que 
perciba el recurrente en la fase de formación a la que fuere llamado y las que deberían 
habérsele abonado de haber sido designado Policía en el mismo momento en el que fueron 
nombrados como tales los compañeros de la promoción en la que concurrió. 
 
Al liquidar las cantidades a abonar por salarios dejados de percibir desde que -en su caso- 
debiera haber sido nombrado, habrán de deducirse aquellas otras cantidades que el 
demandante hubiera -también en su caso- recibido por actividades o conceptos 
incompatibles con la actividad policial, como por ejemplo, salarios por otras actividades 
privadas o públicas que no habría podido desarrollar de haber aprobado, desempleo, etc. 
 
Esta cantidad resultante de la liquidación eventualmente a efectuar se verá incrementada 
por los intereses correspondientes, calculados al tipo de interés legal, computados desde la 
fecha en que, en su caso, como consecuencia de la superación de la Fase Práctica del 
proceso selectivo correspondiente, el hoy actor fuera efectivamente nombrado miembro de 
la Escala Básica, Policía, del Cuerpo Nacional de Policía (momento a partir del cual se 
puede conceptuar con líquida, vencida y exigible la suma reconocida como de abono en la 
presente resolución), y hasta la fecha del efectivo abono del principal”.  

QUINTO.- Que se dictó auto de fecha 6 de OCtubre de 2023 por el que se acordaba admitir 
las pruebas documentales solicitadas consistentes en la documental y la pericial aportada, 
tras lo cual, se concedió traslado a las partes para formular sus conclusiones conforme a los 
arts. 64 y 65 LJCA.

SEXTO.- Que se señaló para deliberación, votación y fallo el día 25 de Septiembre de 2024, 
siendo ponente D. Benjamín Sánchez Fernández, que expresa el parecer de la sección de la 
Sala que ha conocido del proceso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Objeto del recurso y alegaciones de las partes.

1.1º.- La resolución impugnada. Es la resolución que desestima el recurso de alzada frente 
a la resolución del tribunal de selección de las pruebas convocadas por resolución de la 
Dirección General de la Policía, de fecha 24 de agosto de 2021 (B.O.E. número 213, de 6 de 
septiembre), se convocó  oposición libre para cubrir plazas de alumnos de la Escuela 
Nacional de Policía, de la División de Formación y Perfeccionamiento, aspirantes al ingreso 
en la Escala Básica, Categoría de Policía, de la Policia Nacional en la que participó el 
recurrente.

La resolución impugnada en alzada era el acuerdo del Tribunal Calificador de fecha 31 de 
mayo de  2022, se declaró no apto al opositor arriba referenciado, al no superar la prueba 
establecida en la base 6.1.3 (tercera prueba), parte a) (reconocimiento médica),   por incurrir 
en la causa de exclusión J "Otorrinolaringología", apartado IO: "Hipoacusias: pérdidas 
auditivas sin corrección por encima de 35 db entre 500 y 3000 Hz y de 45 di) a pa;tir de 
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4000 Hz. Medidos en cada oído de forma individual mediante audiómetro tonal", del cuadro 
médico de exclusiones para el ingreso en la Policía Nacional, aprobado por el Real Decreto 
326/2021, de II de mayo, en  relación con el requisito establecido en la base 2.1 .l.d) de la 
convocatoria: "No hallarse incluida en ninguna de las causas de exclusión física o psíquica 
que impidan o menoscaben la capacidad funcional u operativa necesaria para el desempeño 
de las tareas propias de la Policía Nacional que vienen establecidas en el Real Decreto 
326/2021, de 11 de mayo, por el que se aprueba el cuadro médico de exclusiones para el 
ingreso en la Policía Nacional.

Tras exponer los hechos que consideró relevantes señaló como fundamento de su decisión:

a.- La sujección a las bases que establecen las normas que rigen este tipo de procesos y que 
implica la igualdad de todos los aspirantes en la prueba selectiva y que señalaban las causas 
de exclusión que se certifica por el personal del órgano de selección que concurren en el hoy 
demandante.

b.- Que se acordó el informe de especialistas sobre esta exclusión con carácter previo a 
resolver el recurso de alzada y que los mismos se mostraron contrarios a su estimación por 
considerar que existía prueba suficiente para determinar la concurrencia de causa de 
exclusión, informe que está revestido de una presunción de certeza y razonabilidad que no 
puede ser meramente ignorada por ninguno de los participantes.

c.- Que considera que, en base a lo anterior, la resolución está perfectamente motivada e, 
igualmente, afirma que “Así, durante el reconocimiento médico a los opositores se le 
practican  diversas pruebas clínicas para valorar de la forma más completa su estado de 
salud. Es el análisis del conjunto de la información, datos aportados por dicha  exploración 
y pruebas practicadas, Io que permite la emisión de un juicio clínico de  aptitud por parte 
del facultativo médico del opositor examinado. En ningún momento es posible hablar de 
actos discrecionales o no motivados, por tanto,  basados en un solo dato. Estos datos 
determinarán, conforme a lo dispuesto en las bases de la  convocatoria, si el opositor 
incurre en alguna o algunas de las causas de exclusión que limiten o dificulten el desarrollo 
de la función policial, o puedan agravarse con  el desempeño del puesto de trabajo”.

1.2º.- La demanda. Sostiene el demandante que la resolución es contraria a derecho. Así, 
tras citar los hechos que consideró de interés, sostiene para impugar la misma que:

I.- Que es cierto que el demandante padece hipoacusia, pero que dicho padecimiento es de 
carácter leve y que no afecta a la funcionalidad de su audición ni compromete su capacidad 
para ser y desempeñar la función de policía. Sobre estas cuestiones aporta informes 
periciales que sostienen su posición.

II.- Que entiende que hay una falta de motivación en las resolucione simpugnadas que 
expliquen el motivo de la exclusión y que la presunción de certeza y razonabilidad decae 
ante las pruebas aportadas por el demandante, citando ingente jurisprudencia que considera 
que respalda su posición.

III.- Afirma, igualmente, que tiene derecho a que se le mantengan las mismas notas de las 
partes ya realizadas.
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1.3º.- La contestación de la administración. Sostiene la administración que la resolución es 
conforme a derecho. Entiende que el conjunto de normas que regulan el proceso selectivo, 
así como las bases del mismo llevan a considerar que la resolución es perfectamente válida y 
que el hoy demandante no discute la existencia de la deficiencia auditiva. Considera que, 
además, sus informes periciales acreditan la existencia de la misma.

1.4º.- Las conclusiones. Son reiterativas respecto de lo afirmado en los escritos rectores.

SEGUNDO.- Elementos de hecho esenciales para el proceso.

I.- El hoy demandante tomó parte en las pruebas convocadas por resolución de la Dirección 
General de la Policía, de fecha 24 de agosto de 2021 (B.O.E. número 213, de 6 de 
septiembre).

II.- En dicho proceso selectivo, en su apartado 6.1.3 se establecía, “Tercera prueba.

Constará de tres partes eliminatorias:

a) Reconocimiento médico. Dirigido a comprobar que no concurren en la persona 
aspirante ninguna de las causas de exclusión a que se refiere el Real Decreto 326/2021, 
de 11 de mayo, por el que se aprueba el cuadro médico de exclusiones para el ingreso en la 
Policía Nacional.

La realización de la parte a) implica el consentimiento de las personas aspirantes para que 
los resultados del reconocimiento médico sean puestos a disposición del Tribunal 
Calificador a los fines expresados y sirvan de fundamento para la evaluación y calificación 
de la misma.

Se aplicarán a los/as aspirantes las técnicas médicas de uso convencional que se estimen 
oportunas, incluida la analítica de sangre y orina

Las toxicomanías a las que se refiere el apartado «D, Neurología y psiquiatría», del cuadro 
médico de exclusiones para el ingreso en la Policía Nacional (Real Decreto 326/2021, de 11 
de mayo) se evaluarán atendiendo a las recomendaciones de la SOHT (Society of Hair 
Testing), que establece unas concentraciones mínimas, diferentes dependiendo del tipo de 
sustancia detectada, que evidencian un consumo habitual de las mismas.

Tal y como señala el punto 2.1.1 f) de las bases de la convocatoria, referido al requisito de 
la altura que deben cumplir las personas aspirantes, antes de que cada opositor u opositora, 
comience la ejecución de las pruebas físicas, le será realizada una medición para 
comprobar su talla.

La calificación de la parte a) será de «apto/a» o «no apto/a”.

III.- En fecha de 31 de Mayo de 2022 el tribunal del proceso selectivo acuerda (f. 39) 
respecto de los interesados que se encuentran en el anexo correspondiente excluirlos por 
motivos médicos. En este anexo estaba el hoy demandante, siendo apto en las otras dos 
pruebas del tercer ejercicio (entrevista y conocimiento y ortografía).

IV.- A partir de ahí consta el recurso y la resolución anteriormente analizada. Para dictarla se 
solicitaron e incorporaron al expediente informes sobre el presente caso. En los mismos se 
puede ver:
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a.- Concretamente la prueba que fue realizada con audiómetro "Oscilla SM920-P" 
calibrado por la empresa de electromedicina REIMEDICAL en marzo de 2022 y en cabina 
audiométrica "DALTE — C9090", PRUEBA repetida en dos ocasiones (a las 11:20 horas y 
a las 11:30 horas) por el facultativo médico 186F y enfermero L00509 tuvo un resultado: 
Hipoacusia oído derecho: 500HZ 45DB, 1000HZ 70DB, 2000HZ 55DB, 3000HZ 45DB, 
4000HZ 35DB Y 6000HZ 70DB. Dicho resultado lleva a proponer su exclusión por estar 
contemplada en el apartado J.10. Otorrinolaringología del vigente Cuadro de Exclusiones 
para ingreso en el Cuerpo Nacional de Policía (Real Decreto 32612021, de 11 de mayo): 
Hipoacusias: pérdidas auditivas sin corrección por encima de 35 db entre 500 y 3000 Hz y 
de 45 db a partir de 4000 Hz. Medidos en cada oído de forma individual mediante 
audiómetro tonal.

b.- Tras exponer las normas aplicables y el contenido de las bases, afirma “el razonamiento 
de dicha exclusión es referida a la especial capacitación física que deben reunir los 
candidatos para el desempeño de las funciones policiales recogidas en la Ley Orgánica 
2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en donde se señala en su 
preámbulo que "las normas ordenadoras de la seguridad pública no contemplan realidades 
físicas tangibles, sino eventos meramente previstos para el futuro, respecto a los cuales se 
ignora el momento. el lugar la importancia y , en general. las circunstancias y condiciones 
de aparición", es decir que las imprevisiones del desempeño de la función policial puede dar 
lugar a situaciones en donde se precisaría una adecuado idoneidad física pala el 
cumplimiento de las funciones estipuladas en el artículo 11 y 12 de la citada Ley Orgánica 
2/1986”.

c.- Finalmente concluye que “la realización del análisis individualizado de opositores en el 
reconocimiento medico en relación a las características del puesto a desempeñar, es lo que 
se está haciendo en la actualidad, pero atendiendo a unos parámetros establecidos 
generales, ya que los puestos de trabajo dentro del colectivo policial son amplios, primando 
sobre todo aquellos, en los que la Ley establece como prioritarios operativamente y que 
versan sobre el principio constitucional de garantizar los derechos y libertades de los 
ciudadanos y garantizar la seguridad ciudadana. El desarrollo del cuadro de exclusiones se 
estableció tras un exhaustivo estudio de los puestos de trabajo que se desarrollan en las 
actuaciones que tienen encomendadas por norma el colectivo policial, versando la mayoría 
de ellas en servicios profesionales que se despliegan en condiciones en las que cualquier 
inidoneidad médica impediría su ejecución, con los correspondientes riesgos de seguridad 
tanto para el propio funcionario, como para la integridad de los ciudadanos que intenta 
proteger frente a amenazas de terceros. No existe ni discriminación ni discrecionalidad con 
la exclusión del caso particular que antecede, ya que al tratarse de un proceso de selección 
de personal para la realización de tareas profesionales sensibles y especiales en cuanto a su 
cometido policial, es por lo que se seleccionan candidatos que sean los más idóneos fisica y 
psíquicamente para el puesto de trabajo. La exclusión del aspirante fue ajustada a Derecho 
(…)”.

V.- En su demanda nos aporta informe pericial y varias mediciones de audición por parte de 
expertos. Podemos ver en las mismas:

a.- Exploración Otológica: Conductos auditivos externos normales, Tímpanos de ambos 
oídos íntegros y normales. El día 11 de Mayo de 2023, se realiza la audiometria solicitada 
por mi para la Peritación, en el Centro Otoneurológico de Valencia, centro de referencia 
para valoraciones otoneurológicas de la Comunidad Valenciana, realizando la audiometria 
un Médico Especialista en Otorrinolaringología, con el resultado siguiente: 5001-ltz
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1000Htz 20001-ltz 3000Htz 40001-ltz 6000Htz 25 dbs 20 
dbs 20 dbs 25 dbs 25 dbs 30 dbs. En el oído izdo. la audición es estrictamente normal.

b.- En base a ello, señala que “La audiometria que le realizan en las pruebas de acceso 
iniciales a la Policía es la peor de las tres y le dicen que no puede pasar la prueba.

La audiometria realizada para esta peritación el 11 mayo de este año, es la mejor de las 
tres, estando en el rango de la realizada en el Hospital de la Ribera de Alzira, en 
27/04/2022, hace un año. A D. , se le han realizado tres audiometrias en el 
curso de los últimos 14 meses, por lo que resulta evidente que la realizada en la prueba del 
Tribunal Calificador de la RN, no se realizó correctamente, pues dista mucho de las otras 
dos. La que se realizó en el Hospital de la Ribera pasa perfectamente los criterios de 
admisión, al igual que lo hace la más reciente, realizada en el Centro Otoneurológico”.

c.- en relación con lo anterior, señala que “Los criterios que se utilizan en estas pruebas, se 
hacen, porque las pérdidas de audición y más en los sonidos agudos de los participantes, 
que son gente joven, se deben a perdidas progresivas, que suelen ser bilaterales, y se 
desestiman, no por la perdida en sí, sino porque este tipo de perdidas, son genéticas, 
progresivas y asocian una fragilidad coclear o del oído interno, que hacen que sean 
incompatibles con el tiro de armas de fuego, pues van perdiendo muy rápidamente audición 
con los ruidos explosivos y terminan en poco tiempo siendo dados de baja por incapacidad 
de causa auditiva. En el caso que nos ocupa, D. , tiene una perdida leve o muy leve 
según criterios audiológicos básicos, ocasionada por una cirugía infantil que tuvo por 
Colesteatoma, con resultado optimo y recuperación total de funcionalidad y audición 
normales en dicho oído. Esta dado de alta de este proceso, y podemos concluir que no 
presenta perdida en los umbrales normales de audición en oído estudiado, por lo tanto no 
tiene fragilidad coclear o de oído interno, y por lo tanto no está en ese supuesto”.

d.- Finalmente concluye que “D. , tiene una audiometria en el límite legal, 
con margen suficiente en todas las frecuencias necesarias para poder pasar la prueba de 
audiometria. Es decir, que la pérdida auditiva, no es la que se indica en la resolución que 
desestima el recurso de Alzada, y que motivó la causa de exclusión. 2.-D.  no tiene 
fragilidad coclear o de oído interno, y su leve perdida, no es ni genética y por lo tanto, no es 
progresiva. 3.-La audiometria que le realizaron en las pruebas selectivas, no está bien 
realizada, pues no tiene nada que ver con las otras dos. 4.- Por lo tanto no presenta una 
patología que le impida o dificulte de ninguna forma la realización del trabajo al que 
aspira, la función Policia”.

VI.- Aporta, igualmente, informes médicos de la Sanidad pública, donde se puede ver como 
datos de interés en una visita de fecha de 5 de Mayo de 2022: “SERVICIO PRUEBAS ORL 

Fecha Resultado: 05/05/2021 10:47:00- AUDIOMETRÍA TONAL LIMINAR Minima 
hipoacusia de transmision OD Fecha Resultado: 02/03/2022 8:21:00 - AUDIOMETRÍA 
TONAL LIMINAR Minima hipoacusia de transmision OD Fecha Resultado: 28/04/2022 
10:01:00 - IMPEDANCIOMETRÍA: Timpanogramas normales en ambos oidos. Fecha 
Resultado: 28/04/2022 10:01:00 - AUDIOMETRÍA TONAL LIMINAR Minima hipoacusia de 
transmision OD Se adjunta copia  y calculo perdida porcentual.

EVOLUCIÓN CLÍNICA / EVOLUCIÓ CLÍNICA

Acude para estudio audiológico e informe

Muy buena evolución sin otorreas y con minima repercusión funcional sobre su audición. 
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No precisa ningún tratamiento adicional y la situación anatomica y funcional de su oído son 
absolutamente estables en el tiempo.

La audiometria tonal muestra unos niveles auditivos muy próximos a la normalidad:

250  Htz a 40 db

500  Htz a 30 db

1000Htz a 30 db

2000Htz a 35 db 4000Htz a 35db

Estos umbrales suponen tan solo un 11% de pédida monoaural y un 1,8% de pérdida 
auditiva global, como se puede apreciar un nivel de pérdida prácticamente insignificante”.

Concluye el informe señalando que “Ante la posible discordancia de los resultados se 
realiza nueva audiometría confirmando los resultados anteriores. La patologia que padece 
no le impide realizar las labores de policia nacional dado que la hipoacusia residual es 
minima”.

VII.- El demandante, por otra parte, fue declarado apto para el cuerpo de la Guardia Civil 
con posterioridad y forma parte de dicho instituto armado en virtud de nombramiento por 
resolución de 19 de Diciembre de 2013.

TERCERO.- Sobre la exclusión de las oposiciones a la escala básica del CNP por causas 
médicas y la concreta causa que se aprecia.

3.1º.- Cabe decir, en primer lugar, que la Orden PCI/154/2019, de 19 de febrero, por la que se publica 
el Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de noviembre de 2018, por el que se aprueban 
instrucciones para actualizar las convocatorias de pruebas selectivas de personal funcionario, 
estatutario y laboral, civil y militar, en orden a eliminar ciertas causas médicas de exclusión en el 
acceso al empleo público, señala “los poderes públicos deben asumir la obligación de impulsar todas 
las medidas necesarias para la aplicación efectiva del principio de igualdad, especialmente en 
aquellas áreas que, como el empleo, favorezcan la integración de los ciudadanos en todas las esferas 
de la vida económica, política, social y cultural y, singularmente, en el empleo público, que ha 
demostrado ser una eficaz herramienta para favorecer la movilidad social y la igualdad entre todos 
los ciudadanos”. Igualmente señala que “De acuerdo con la evidencia científica actual, no existe 
razón alguna para excluir del acceso al empleo público, en ninguno de sus ámbitos, en base al mero 
diagnóstico de una enfermedad, porque sería caer en el estigma, sino que habrá de hacerse en base 
a parámetros clínicos. Por lo tanto, a partir de la entrada en vigor del presente acuerdo, ningún 
ciudadano podrá ser excluido de las pruebas por un diagnóstico, si bien el acceso al correspondiente 
empleo público estará condicionado por la superación, en idénticas condiciones, de las pruebas 
correspondientes”.

3.2º.- La concreta causa que se aprecia es la comprendida en el apartado J.10 del Real Decreto 
326/2021, de 11 de mayo, por el que se aprueba el cuadro médico de exclusiones para el ingreso en la 
Policía Nacional consistente en “Hipoacusias: pérdidas auditivas sin corrección por encima de 35 db 
entre 500 y 3000 Hz y de 45 db a partir de 4000 Hz. Medidos en cada oído de forma individual 
mediante audiómetro tonal”.

TERCERO.- La discrecionalidad técnica y sus límites.

Se ampara la administración en la discrecionalidad técnica, siendo que ello no puede ser 
considerado como una cuestión que impida toda actuación o control, pues podrán analizarse 
las cuestiones del uso de  la discrecionalidad técnica en el presente caso sin contrariar los 
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juicios técnicos, pero analizando el cumplimiento del recto y correcto ejercicio de la 
meritada discrecionalidad y el cumplimiento de las exigencias legales y constitucionales en 
relación con la misma.

En este sentido cabe señalar las exigencias de control que resultan de la última 
jurisprudencia sobre el particular. Cabe decir que la STS, secc. 7ª, de 31 de Mayo de 2016 
afirma que “Esa jurisprudencia, procedente de este Tribunal Supremo (TS) y del Tribunal 
Constitucional (TC), está caracterizada por el permanente esfuerzo de ampliar al máximo y 
perfeccionar el control jurisdiccional previsto constitucionalmente frente a toda actuación 
administrativa ( artículo 106.1 CE ), y sus líneas maestras e hitos evolutivos se pueden 
resumir en lo que sigue.

1.- La legitimidad de lo que doctrinalmente se conoce como discrecionalidad técnica fue 
objeto de reconocimiento por la STC 39/1983, de 16 de mayo , que justificó y explicó su 
alcance respecto al control jurisdiccional con esta declaración:

"Pero no puede olvidarse tampoco que ese control puede encontrar en algunos casos límites 
determinados. Así ocurre en cuestiones que han de resolverse por un juicio fundado en 
elementos de carácter exclusivamente técnico, que sólo puede ser formulado por un órgano 
especializado de la Administración y que en sí mismo escapa por su propia naturaleza al 
control jurídico, que es el único que pueden ejercer los órganos jurisdiccionales, y que, 
naturalmente, deberán ejercerlo en la medida en que el juicio afecte al marco legal en que 
se encuadra, es decir, sobre las cuestiones de legalidad, (...)".

2.- La jurisprudencia inicial de esta Sala, desde el mismo momento del reconocimiento de 
esa discrecionalidad técnica, ya se preocupó en señalar unos límites para la misma, que 
vinieron a consistir en la aplicación también a ella de las técnicas de control que significan 
los elementos reglados, los hechos determinantes y los principios generales del derecho. Así 
lo hizo la STS de 5 de octubre de 1989 , que se expresa así:

"Los órganos administrativos a quienes corresponde la valoración de las pruebas de acceso 
a la función pública gozan de un cierto margen de discrecionalidad en la apreciación de las 
pruebas, que incluso merece la calificación de técnica no revisable jurisdiccionalmente en 
lo que se refiere a los juicios que la Administración emita acerca de la apreciación de los 
méritos aportados o ejercicios realizados, pero ello no excluye el que los Tribunales puedan 
controlar la concurrencia de los límites generales jurídicamente impuestos a la actividad 
discrecional no técnica de la Administración que se refieren a la competencia del órgano, 
procedimiento, hechos determinantes, adecuación al fin perseguido y al juego de los 
principios generales del derecho , entre los que, en estos casos, cobran especial interés los 
de mérito y capacidad expresamente señalados al efecto por el artículo 103 CE ".

3.- La evolución jurisprudencial posterior, en aras de perfeccionar el control jurisdiccional 
y definir los espacios donde este control puede operar con normalidad, completó y aclaró 
esos límites inicialmente enunciados mediante la distinción, dentro de la actuación de 
valoración técnica, entre el "núcleo material de la decisión" y sus "aledaños" .

El primero estaría representado por el estricto dictamen o juicio de valor técnico, y los 
segundos (los aledaños) comprenderían, de un lado, las actividades preparatorias o 
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instrumentales que rodean a ese estricto juicio técnico para hacerlo posible y, de otro, las 
pautas jurídicas que también son exigibles a dichas actividades.

Esas actividades preparatorias o instrumentales serían las encaminadas a delimitar la 
materia que vaya a ser objeto de ese juicio técnico, a fijar los criterios de calificación que 
vayan a ser utilizados y a aplicar individualizadamente dichos criterios a cada uno de los 
elementos materiales que constituyan el objeto de la valoración; esto es, serían los pasos 
que resultan necesarios para llegar a la estimación cualitativa finalmente contenida en el 
estricto juicio técnico.

Y esas pautas jurídicas estarían encarnadas por el derecho a la igualdad de condiciones que 
asiste a todos los aspirantes, por la necesidad de que el criterio de calificación responda a 
los principios de mérito y capacidad y por el obligado cumplimiento también del mandato 
constitucional de interdicción de la arbitrariedad.

La anterior distinción está presente en la STC 215/1991, de 14 de noviembre , como también 
en numerosas sentencias de esta Sala (entre otras, en las SSTS de 28 de enero de 1992, 
recurso 172671990 ; de 11 de diciembre de 1995 recurso 13272/1991 ; 15 de enero de 1996, 
recurso 7895/1991 ; y 1 de julio de 1996, recurso 7904/1990 ).

4.- Un punto más en esa línea evolutiva de la jurisprudencia lo representa la necesidad de 
motivar el juicio técnico.

Como ya se ha puesto de manifiesto, uno de los aledaños de ese juicio técnico está 
representado por la obligación de cumplir el mandato constitucional ( artículo 9.3 CE ) de 
la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos y, en el criterio de este Tribunal 
Supremo, ese cumplimiento conlleva la necesidad de motivar el juicio cuando así sea 
solicitado por algún aspirante o cuando sea objeto de impugnación.
Así se expresa STS de 10 de mayo de 2007, recurso 545/2002 :

"(...) Tiene razón el recurso de casación en que la sentencia de instancia no enjuició 
correctamente la cuestión de fondo que le fue suscitada y en la infracción del artículo 24 de 
la Constitución que con ese argumento se denuncia.

La doctrina de la discrecionalidad técnica con que la Sala de Zaragoza justifica 
principalmente su pronunciamiento no ha sido correctamente aplicada; y no lo ha sido 
porque, en relación a la actuación administrativa para la que se ha hecho esa aplicación, no 
se ha observado el límite constitucional de interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos ( artículo 9.3 CE ).

Como es bien sabido, dicha discrecionalidad técnica significa, por un lado, respetar las 
valoraciones de esa índole que hayan sido realizadas por los órganos cualificados por la 
posesión del correspondiente saber especializado y, por otro, admitir el margen de polémica 
o discrepancia que sobre determinadas cuestiones venga siendo tolerado en el concreto 
sector de conocimientos técnicos de que se trate.

Pero una cosa es el núcleo del juicio técnico sobre el que opera esa clase de 
discrecionalidad y otra diferente la obligación de explicar las razones de ese juicio técnico 
cuando expresamente hayan sido demandadas o cuando se haya planteado la revisión de la 
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calificación que exteriorice ese juicio técnico. Esto último queda fuera del ámbito propio del 
llamado juicio de discrecionalidad técnica, ya que, ante la expresa petición de que dicho 
juicio sea explicado o ante su revisión, la constitucional prohibición de arbitrariedad hace 
intolerable el silencio sobre las razones que hayan conducido a emitir el concreto juicio de 
que se trate".

5.- La fase final de la evolución jurisprudencial la constituye la definición de cual debe ser 
el contenido de la motivación para que, cuando sea exigible, pueda ser considerada 
válidamente realizada.

Y a este respecto se ha declarado que ese contenido debe cumplir al menos estas principales 
exigencias: (a) expresar el material o las fuentes de información sobre las que va a operar 
el juicio técnico; (b) consignar los criterios de valoración cualitativa que se utilizarán para 
emitir el juicio técnico; y (c) expresar por qué la aplicación de esos criterios conduce al 
resultado individualizado que otorga la preferencia a un candidato frente a los demás.

Son exponente de este último criterio jurisprudencial los pronunciamientos de este Tribunal 
Supremo sobre nombramientos de altos cargos jurisdiccionales (STS de 27 de noviembre de 
2007, recurso 407/2006 ), sobre concursos de personal docente universitario ( STS de 19 de 
mayo de 2008, recurso 4049/2004 ), sobre convocatorias del Consejo General del Poder 
Judicial para puestos en sus órganos técnicos ( STS de 10 de octubre de 2007, recurso 
337/2004 ); o sobre procesos selectivos en las distintas Administraciones Públicas ( STS de 
18 de diciembre de 2013, casación 3760/2012 )".

Por tanto la existencia de un ámbito de discrecionalidad que puede ser empleado por la 
administración para determinar las valoraciones propias del proceso selectivo y que no se 
discute, no impiden el control por parte de este tribunal del correcto y recto ejercicio de la 
misma. No puede llegar a excluirla ni a sustituir al mencionado órgano, pero sí  que cabe 
analizar conforme a los criterios y técnicas de control antes señalados si el ejercicio de la 
misma es correcto y ajustado a derecho a través de la motivación existente y su adecuación a 
los diferentes principios y requisitos que inciden sobre el presente caso.

QUINTO.- Criterios jurisprudenciales sobre el presente caso.

5.1º.- Desde el punto de vista jurisprudencial, se ha señalado que no basta la mera presencia de una 
enfermedad, sino que ha de ser analizada desde el punto de vista individual y motivado de cara a 
determinar, en el caso concreto, la afectación del ciudadano y la imposibilidad de desarrollar las 
funciones concretas. Así se ha dicho últimamente por el Tribunal Supremo en relación con la 
discromatopsia. Sirva la STS 1725/2022, de 21 de Diciembre (rec. 4390/2021) que dice que la causa 
de exclusión (en aquel caso la discrematopsia) “para que sea atendible debe ir acompañada de la 
expresión de aquellas circunstancias que condicionen su aplicación y que, por su gravedad o 
intensidad, impidan el ejercicio de las funciones propias del cuerpo en el que se pretende ingresar”.

En igual sentido la STS 221/2023, de 23 de Febrero (rec. 5071/2021) o la STS 1335/2023, de 26 de 
Octubre (rec. 7510/2021).

5.2º.- Sobre la hipoacusia cabe decir que es una cuestión de prueba. Debe acreditarse por parte de la 
administración la concurrencia de la causa claramente, sin que pueda adjudicarse una preponderancia 
absoluta al informe de la administración si el mismo resultara desvirtuado por la prueba obrante en 
autos. Este es el criterio de la STSJ de Madrid, sec. 7ª, 483/2024, de 9 de Mayo (rec. 437/2022), 

L
a 

au
te

n
ti

ci
d
ad

 d
e 

es
te

 d
o
cu

m
en

to
 s

e 
p
u
ed

e 
co

m
p
ro

b
ar

 e
n
  
 w

w
w

.m
ad

ri
d
.o

rg
/c

o
v
e

m
ed

ia
n
te

 e
l 

si
g
u
ie

n
te

 c
ó
d
ig

o
 s

eg
u
ro

 d
e 

v
er

if
ic

ac
ió

n
: 

0
9
0
7
8
7
3
1
2
0
6
6
9
2
6
9
5
7
4
7
0
0

BARCELONA
Gabinete Juridico SV



Tribunal Superior de Justicia de Madrid - Sección nº 07 de lo Contencioso-Administrativo - Procedimiento Ordinario - 

12 de 15

STSJ de Madrid, sec. 7ª, 744/2024, de 27 de Junio (rec. 1977/2020) o la  STSJ de Madrid, sec. 7ª, 
47/2024, de 18 de Enero (rec. 1779/2021).

Por tanto existe la necesidad de una prueba cumplida y que despeje dudas de la pérdida auditiva 
suficiente tras la práctica de la misma.

SEXTO.- Consideraciones jurídicas.

Pues bien, de todo lo anterior, cabe señalar que no podemos entender concurrente la prueba 
cumplida de la causa de exclusión. Por varias razones:

a.- En primer lugar porque resulta contradictorio con la propia actuación del Cuerpo 
Nacional de Policía la realizada por la Guardia civil que lo consideró apto. Es decir, si la 
Guardia Civil lo considera apto para el mismo trabajo que la Policía, difícilmente se podría 
razonablemente entender, que la causa está plenamente acreditada con un mínimo de 
seguridad jurídica.

b.- Lo anterior lo refrendamos, esencialmente, en las pruebas audiométricas realizadas no 
sólo en la pericial, sino también por la Seguridad Social. En las mismas se ve que es un caso 
de hipoacusia secundario o derivado del colesteatoma. Las mediciones arrojan el límite, lo 
que bien llevan a hacernos pensar que son mediciones límites que deben reiterarse y que 
pueden modificarse con el paso del tiempo.

c.- Aquí entra la pericial. La pericial razona la finalidad de la exclusión y el por qué de la 
misma. La descarta esencialmente por los valores, pero también por la forma de producirse 
la misma que es por una infección y no por defectos genéticos.

Es por todo ello que no consideramos acreditado el hecho de terminante de la medición, 
dando especial relevancia a la medición de la seguridad social y de la pericial aportada, por 
lo que entendemos que no hay prueba suficiente para mantener la exclusión.

SÉPTIMO.- Efectos de la presente sentencia y ejecución del fallo.

Siguiendo con el criterio de esta sección y sala de cara a la ejecución del fallo, este, debe 
comportar, como ya avanzamos, reconocer que el derecho de la recurrente es el de ser 
declarada "apta" en el "reconocimiento médico ", y por lo tanto a que se le realicen, caso de 
no haberse hecho, la entrevista personal y en su caso los test psicotécnicos, o a que se 
valoren los mismos, de haberse ya realizado y siempre que el Tribunal Calificador conserve 
los datos y antecedentes necesarios para proceder a una valoración motivada. En caso que no 
se conserven y se deban realizar en la siguiente convocatoria, se habrá de realizar con los 
mismos parámetros y criterios seguidos en la convocatoria en la que se lleven a efectos los 
mismos y se ejecute definitivamente la sentencia (STS 494/2024, de 19 de Marzo; rec. 
4753/2022), y a ser valorado en los mismos detallada y motivadamente.

Caso de ser declarado apta la misma en la entrevista reseñada y de recibir la puntuación 
suficiente en los tests psicotécnicos para la adjudicación de una de las plazas convocadas (el 
establecimiento de una puntación mínima para superar estas pruebas resulta avalado por las 
propias previsiones contenidas en la Base 6.1.3 de la Convocatoria, que impide declarar 
aptos tras las mismas a un número de opositores superior al de las plazas convocadas, 
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obligando a que el número de aprobados tras ellas sea igual al de plazas a convocatoria), la 
misma tendrá derecho continuar el resto del proceso selectivo hasta su finalización, es decir 
deberá ser convocada para incorporarse a la Escuela Nacional de Policía, de la División de 
Formación y Perfeccionamiento, a fin de llevar a cabo el período práctico de formación de 
carácter selectivo previsto en la propia Convocatoria de que venimos haciendo mención, 
comprensivo del correspondiente Curso de Formación y del Módulo de Formación Práctica.

Caso de superar este período, la parte recurrente deberá ser nombrada Policía del Cuerpo 
Nacional de Policía escalafonándosele en el puesto que le hubiera correspondido en la 
promoción saliente de la convocatoria en la que participó, esto es la que se convocó 
mediante la resolución de 24 de Agosto de 2021 (B.O.E. número 213, de 6 de septiembre), 
con la misma antigüedad y resto de efectos económicos y administrativos que los obtenidos 
por quienes superaron esta convocatoria.

En consecuencia se deberá practicar, en su momento y en su caso, la oportuna liquidación de 
haberes a fin de abonar a la hoy actora las diferencias que pudieran existir entre las 
retribuciones que la misma perciba en la fase de formación a la que fuere llamado y las que 
deberían habérsele abonado de haber sido designado Policía en el mismo momento en el que 
fueron nombrados como tales los compañeros de la promoción en la que concurrió el hoy 
recurrente, esto es, la convocada el 24 de Agosto de 2021 (B.O.E. número 213, de 6 de 
septiembre) , si bien deduciéndose de este importe aquellas cantidades que la actora hubiera 
podido percibir en el mismo período objeto de liquidación por el eventual desempeño de 
cualquier actividad incompatible con la condición de Policía Nacional, caso de que esto 
hubiera efectivamente acaecido, pues de haber sido nombrada como tal en la fecha que le 
correspondía, no habría podido realizar dicha eventual actividad.

Esta cantidad resultante de la liquidación eventualmente a efectuar se verá incrementada por 
los intereses correspondientes, calculados al tipo de interés legal, computados desde la fecha 
en que, en su caso, como consecuencia de la superación de la Fase Práctica del proceso 
selectivo correspondiente, la hoy actora fuera efectivamente nombrada Policía, (momento a 
partir del cual se puede conceptuar con líquida, vencida y exigible la suma reconocida como 
de eventual abono en la presente resolución), y hasta la fecha del efectivo abono del 
principal reconocido en esta Sentencia para el caso concreto en que lo ha sido.

OCTAVO.- Pronunciamientos, costas y recursos.

8.1º.- Procede estimar en parte el recurso contencioso administrativo (art. 70.2 LJCA) y en 
consecuencia, anular la resolución impugnada (art. 71.1.a LJCA) y reconocer el derecho al 
demandante para que sea evaluado y se proceda a su continuación en el procedimiento 
selectivo de conformidad a lo dispuesto en el fundamento jurídico séptimo de esta sentencia 
(art. 71.1.b y 71.1.c LJCA).

8.2º.- Procede imponer las costas a la administración (art. 139.1 LJCA), si bien, procede 
limitar las mismas a un máximo de (art. 139.4 LJCA) 800 € más iva, atendido volumen, 
complejidad y cuantía.

8.3º.- La presente es susceptible de recurso de casación (art. 86.1 LJCA).
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Por todo ello, viendo los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación, en 
nombre de S.M. El Rey y en uso de la potestad que nos confiere la Constitución Española,

FALLAMOS

Que ESTIMAMOS el recurso contencioso administrativo presentado y que dio lugar a 
los presentes autos y en consecuencia:

1º.- ANULAMOS la resolución impugnada.

2º.- RECONOCEMOS su derecho a que se declare que ha superado la prueba de 
reconocimiento médico establecida en la oposición libre para cubrir plazas de alumnos 
de la Escuela Nacional de Policía, de la División de Formación y Perfeccionamiento, 
aspirantes a ingreso en la Escala Básica, Categoría de Policía, del Cuerpo Nacional de 
Policía en la que participó, con las consecuencias jurídicas especificadas en el 
Fundamento de Derecho Séptimo de la presente Sentencia.

3º.- Se imponen las costas conforme al apartado 8.2 de la presente.

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse 
ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, 
acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con 
justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito 
previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso.

Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de 
Depósitos y Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº  
(Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo concepto del 
documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso” 24 Contencioso-Casación (50 
euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta general 
nº  ) y se consignará el 
número de cuenta-expediente   en el campo “Observaciones” o 
“Concepto de la transferencia”  y a continuación, separados por espacios, los demás datos de 
interés.

Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 
las leyes.
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